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Introducción

El gobierno electrónico se ha transformado en la herramienta más relevante para la modernización del Estado. La necesidad de volver más eficiente al Estado, es la bandera del nuevo paradigma de gestión por resultados, lo cual ha comenzando a modificar las estructuras de la administración pública. Ello, se encuentra fuertemente relacionado con el nuevo rol que se le otorga al ciudadano, dejando de vérselo como un usuario pasivo para ser considerado un cliente. 

El desarrollo del gobierno electrónico busca ser lo más eficaz y eficiente posible para lograr ofrecer a éste “ciudadano-cliente” un mejor servicio, intentado resolver los problemas producidos por las políticas de focalización aplicadas en los 90. El gobierno en línea utiliza como principal canal de comunicación la Internet, lo cual permite reducir tiempos de transacción y ahorrar recursos tanto a los ciudadanos como al mismo Estado. Acercarse a los ciudadanos mediante las nuevas tecnologías de información y comunicación (TIC’s) implica considerar que toda la ciudadanía tiene acceso a las mismas; sin embargo, sabemos que solo un 14% de la población que habita en Sudamérica tiene acceso a Internet. Desde esta perspectiva, la mejora de la gestión del Estado solo repercute en un universo muy acotado de ciudadanos-clientes.  

Para diseñar soluciones sobre las consecuencias negativas que puede llegar a generar la aplicación del gobierno electrónico como medio determinante de la interacción entre el ciudadano y el Estado, es necesario analizar la relación entre estos desde el cambio de paradigma que se presenta hacia fines de la década del 80 en América Latina y especialmente su aplicación en esta región teniendo en cuenta los problemas presentes del momento. 

La reforma del Estado

El Estado benefactor de la posguerra, que se desarrolló en casi todos los países occidentales, encontró su límite con la crisis capitalista de fines de la década del 70, lo cual implicó la reconstrucción del aparato estatal orientado hacia un Estado mínimo, defendido por la corriente neoliberal conservadora. En América Latina, la reforma en primer lugar cuantitativa, es producto de la crisis económica que afectaba a toda la región. Por ello, la primera generación de reformas implicó un ajuste estructural que redujo el tamaño del Estado. A pesar de esta medida, los problemas a los que se enfrentaban estos países no encontraron soluciones. Es así como emerge una segunda generación de reformas, las cuales pretenden transformar al Estado en un organismo eficiente. 

En América latina, “la consolidación de la democracia, la necesidad de retomar el crecimiento económico y la reducción de la desigualdad social”
, son los tres problemas específicos que afectan a todos los países de la región. La reconstrucción del aparato estatal redefinió el rol del Estado, el cual para reforzar la democracia, recién vigente, buscaba aumentar el grado de accountability e intentar capacitar al ciudadano para que lo controle. La reforma del Estado hacia un modelo de gestión gerencial, el cual ya se había comenzado a desarrollar en los países desarrollados, fue considerada la mejor alternativa para dar respuesta a los nuevos acontecimientos económicos, políticos y sociales en  América latina. 

Como mencionábamos anteriormente, la aparición del nuevo paradigma es el reflejo de las dificultades que encuentra la administración pública para adaptarse a la creciente complejidad social. El Nuevo paradigma transfiere herramientas de gestión utilizadas en el sector privado hacia el sector público. Se introducen para ello dos tipos de reformas en la gestión, casi de manera paralela. La primera fue conocida con el nombre de “nuevo management público” (NMP), proveniente del “gerencialismo”, y la segunda, posterior, se denomina “Calidad Total”.

El management cuenta con una capacidad de actuar más rápida que el paradigma tradicional. Además, se caracteriza por orientar la gestión hacia los resultados, fundamentándose en los valores básicos de la modernización de la administración, que gira en torno a “las tres E”: economía, eficiencia y eficacia
. Esto difiere de lo que ocurría en el paradigma tradicional, donde los procesos se transformaban en fines y se perdían de vista los objetivos. Por otro lado, la calidad total se concentra sobre todo en mejorar la calidad de los servicios que se prestan al cliente e intentar lograr satisfacer de la mejor forma posible sus necesidades. La “carta compromiso con el ciudadano” es una de las herramientas que aporta esta reforma, y le permite al ciudadano participar en la toma de decisiones.

Algunos de los mecanismos que se tomaron en cuenta para que los gobiernos puedan dar respuestas a los nuevos escenarios que les plantea la globalización, fueron:  “Delegar autoridad y dotarla de flexibilidad, asegurar desempeño, control y rendición de cuentas; desarrollar competencia y alternativas; proporcionar servicio responsable a los ciudadanos; mejorar el manejo de los recursos humanos; explotar la tecnología de la información; mejorar la calidad de la regulación y fortalecer las funciones del gobierno central”
 Más adelante, analizaremos como dichas herramientas están siendo transformadas por la aplicación de estrategias de gobierno electrónico. 

Aunque el modelo burocrático weberiano no se desarrolló por completo en América Latina, la administración pública de los países de la región tuvo que convivir, además, con el patrimonialismo y el clientelismo. El nuevo paradigma vino a dar respuesta a los problemas que el modelo weberiano presentaba, no obstante se consideró necesario desarrollar un núcleo estratégico formado por una burocracia profesional, lo cual es característico del antiguo paradigma para lograr un mejoramiento en la gestión del Estado. El CLAD (Centro Latinoamericano de administración para el desarrollo) que tiene como objetivo contribuir a la reforma del Estado de los países hispanos, ha considerado esta estrategia necesaria para lograr alcanzar un Estado que responda a las demandas de la sociedad de manera eficiente. 

Las reformas que se hicieron en los aparatos de gestión de la administración pública transformaron la relación del Estado con la sociedad. Asimismo, el nuevo paradigma trajo consigo un cambio en la visión que se tiene sobre el ciudadano. 

La metamorfosis del concepto “Ciudadano” 

Partiendo de la concepción que nos plantea Thomas H. Marshall de ciudadanía: “estatus que se otorga a los que son miembros de pleno derecho de una comunidad. (…). Todos los que poseen ese status son iguales en lo que se refiere a los derechos y deberes que implica”
. Marshall explica desde un análisis histórico la evolución de los derechos, dividiéndolos en tres partes, los derechos civiles que surgen en el siglo XVIII, los derechos políticos en el siglo XIX y los derechos sociales en el siglo XX. La expansión de los derechos de ciudadanía también implicó, gradualmente, la incorporación de los excluidos en la sociedad, aquellos a los que no se los consideraba ciudadanos miembros, como lo eran las minorías y los sectores sociales de bajos ingresos. 

El Estado de bienestar viene a garantizar los tres tipos de derechos que la ciudadanía contempla, principalmente hay un fuerte hincapié en los derechos sociales como, educación y salud pública, seguros de empleo, jubilaciones, pensiones, entre otros. Desde esta perspectiva, la ciudadanía tiene un rol pasivo, debido a que se pone énfasis, principalmente, en los beneficios que el Estado le otorga. 

El incremento continuo del gasto público agotó el modelo del Estado benefactor; los gobiernos debieron reducir el déficit fiscal y esto produjo profundas modificaciones en la oferta de los servicios públicos. La principal crítica sobre la cual se basaba la nueva derecha, el neoliberalismo conservador, impacta sobre los derechos sociales; sustentándose en la incapacidad del Estado para dar respuestas eficientes a las demandas de la sociedad, pero principalmente porque el Estado benefactor creaba una cultura de la dependencia con aquellos ciudadanos que recibían beneficios de este. 

El agotamiento de éste modelo y el diagnostico del problema de la cuestión social, el cual consideraba que la crisis era producto de la gran intervención del Estado, condujeron a la terciarización de los servicios sociales, con el objeto de romper con el monopolio del Estado en la prestación de la mayoría de los servicios, lo cual implicó que diferentes agentes del sector privado pudiesen ofrecer servicios sociales a toda la comunidad. Además, se buscaba que el Estado ofrezca este tipo de servicios, pero contando con un co-financiamiento de aquellos ciudadanos que hagan uso de los mismos; estas dos políticas intentaban hacer mas competitivo al Estado para que este mejorara los servicios que ofertaba y a su vez, permitir a los ciudadanos elegir entre diversos proveedores y/o prestadores. 

En este sentido ya encontramos una modificación en la concepción de ciudadano. El Estado benefactor consideraba a la sociedad como un conjunto de usuarios, es decir, veía al ciudadano como un actor pasivo. El Estado brindaba servicios a los ciudadanos, pero estos no podían elegir recibirlos de otros proveedores. Si el ciudadano tenia un mal servicio, o como ocurrió en Argentina antes de las privatización del servicio telefónico, por dar un ejemplo, - cuando muchos ciudadanos no contaban con acceso telefónico en sus domicilios -, éstos ciudadanos usuarios no tenían posibilidades de reclamar al Estado por su falta de compromiso, ya que no era un sector de la sociedad organizado que pudiese negociar con el gobierno. 

La posibilidad de elección de los ciudadanos sobre los proveedores o prestadores con quienes prefieren interactuar es reflejo del nuevo rol del ciudadano, ya que dentro del nuevo paradigma, el ciudadano pasa a ocupar un status relevante en la comunidad, y se lo denomina “cliente”. Pero este nuevo concepto de “cliente” ha traído a colación diversos debates en torno al mismo. Es importante destacar que la connotación de ésta nueva denominación del ciudadano, no ha sido bien definida, y que no hay un consenso dominante sobre su significado en el ámbito público. Sin embargo, en el sector privado el concepto de cliente sí puede considerarse estandarizado. 
John Alford, nos permite entender mejor la relación que comienza a desarrollarse entre el Estado y el ciudadano – cliente. Crea una tipología para demostrar que cliente y ciudadano no son conceptos iguales, pero todos los ciudadanos son a su vez clientes para el Estado, es decir que el valor que crean o desarrollan las organizaciones del gobierno lo reciben ambos. Pero los valores que reciben son distintos: el cliente recibe valor privado y el ciudadano valor público.   
Aunque los ciudadanos reciben valor producido por el gobierno y esto complace a la comunidad en su conjunto, no necesariamente ocurre con las preferencias de los ciudadanos individualmente. Sin embargo, los ciudadanos apoyan políticas que satisfagan las preferencias que pueden jugar en contra de sus intereses individuales. El gasto público en educación es un ejemplo de ello: una persona que no tiene hijos estará, a pesar de ello, a favor de que se destine parte del presupuesto a este servicio para vivir en una sociedad educada, o porque tal vez en un futuro haga uso del mismo. 

El ejemplo anterior nos permite desarrollar el concepto de intercambio generalizado. Este intercambio más amplio está estrechamente relacionado con los tipos de categorías de clientes que plantea Alford. El intercambio ampliado, que no se limita a objetos tangibles, puede incluir el significado de un símbolo, valores normativos o morales (como en el ejemplo, una sociedad educada). Este intercambio ampliado es más complejo que el restringido. La reciprocidad es unívoca, sus beneficios son indirectos y siempre participan tres actores o más. “En el intercambio generalizado la disposición de cada actor a dar se ve incrementada por su percepción de que otros actores ya han dado o es esperable que den algo como parte del proceso circular”
 

Volviendo a la tipología que plantea Alford, en la cual separa la noción de ciudadano de la de cliente, consideramos necesario profundizar en un segundo nivel, es decir, desde la interacción que los ciudadanos pueden tener con las organizaciones públicas, ya que esta no solo es colectiva sino también individual. Este tipo de relación lleva a Alford a considerar que todo ciudadano es también cliente. El concepto de cliente puede ser dividido en tres partes, que representan los diferentes tipos de relaciones que los ciudadanos tienen con las organizaciones gubernamentales.

Por un lado encontramos al “customer pagador”. Este caso se da en aquellos servicios públicos donde los ciudadanos, en rol de clientes, pagan por su utilización. Sin embargo el Estado subsidia este tipo de servicios, como los medios transporte (subtes, colectivos, trenes, etc.), y por lo tanto es un valor público; es decir, los clientes están recibiendo un servicio de manera indirecta. Por otra parte, está el customer beneficiario, que es el rol más ejercido por los ciudadanos, pues los caracteriza en tanto reciben bienes, servicios y/o valores del gobierno pero sin pagar dinero por el mismo, como puede ocurrir con la seguridad social o el servicio de educación, etc. El tercer tipo de cliente es el obligado. Este, a diferencia de los otros dos, no toma el servicio por voluntad propia, sino que como ocurre con los prisioneros, éstos son privados de su libertad. Las organizaciones públicas someten a éstos a obligaciones legales: cuando no se acata la norma, se aplica la coerción contra aquellos que la desobedecen. La coerción sobre el obligado parece no ser parte del intercambio generalizado, pero su aplicación implica un intercambio con la ciudadanía. 

El nuevo paradigma orientando hacia el cliente y la tendencia dominante a reducir el gasto público, en los países latinoamericanos a principios de los ‘90, condujo a la evolución de políticas de focalización.  Emilio Duhau nos comenta en su articulo “Pobreza, ciudadanía y política social en América latina”, las consecuencias negativas que trajo consigo las políticas de focalización. Éstas implican identificar a los ciudadanos que por su falta de recursos económicos necesitan de los servicios sociales públicos para satisfacer sus necesidades, por lo que al estar en desventaja frente a los demás ciudadanos el Estado intentará eliminar esta desigualdad. Sin embargo, los servicios que ofrece el Estado para los sectores más desprotegidos producen una diferenciación en la calidad del servicio, desarrollándose una relación proporcional, entre quienes más pagan mejor servicio reciben. Esto lleva a que “las demandas y necesidades de los pobres resultan separadas de las correspondientes a las clases medias de lo cual se deriva un doble efecto: estas últimas tienden a desentenderse del destino y la calidad del sistema público y al mismo tiempo retiran de él sus recursos culturales y sociales”
. De esta manera, el principio de solidaridad social se transforma en una obligación del estado y la sociedad queda fragmentada, dificultando la capacidad de negociación de los sectores que reclaman mejores servicios al Estado, ya que la lucha deja de estar legitimada por toda la sociedad.  

Hasta el momento nos encontramos con una parcelación dentro del concepto de ciudadano, desde la perspectiva del nuevo paradigma, entre quienes en términos de Alford son clientes - pagadores y aquellos que ocupan el lugar de clientes - beneficiarios por las políticas de focalización. Sin embargo, ambos mantienen el concepto de ciudadano pero con una diferencia de grado basada en la calidad de los servicios para satisfacer sus necesidades. No obstante, la ciudadanía puede llegar a desarrollar una diferenciación absoluta entre sus ciudadanos si el desarrollo del gobierno electrónico determina la interacción de estos con el Estado. Antes de continuar con este análisis haremos una breve reseña de la evolución del gobierno electrónico, el rol predominante de las nuevas tecnologías de comunicación e información y cuales se han transformado en las principales herramientas para la modernización del Estado.

El gobierno electrónico como principal política de modernización del Estado

El gobierno electrónico, es una de las herramientas más uitlizadas para la modernización del Estado en la actualidad. Modernizar al Estado implica desarrollar políticas que transformen la gestión institucional a fin de mejorar la calidad de vida de los ciudadanos, consolidar la democracia y el crecimiento económico. El gobierno electrónico es “un conjunto coordinado de estrategias y acciones que emprende el Estado a través de diferentes instancias, para integrar tecnologías de la información y comunicación (TIC’s) a los procesos gubernamentales con el objetivo de generar mayores niveles de eficiencia en la administración, control y transparencia en la toma de decisiones y participación ciudadana”
. 

La inserción de las TIC’S comienza a implementarse en los gobiernos a principio de los ’90. Estas nuevas tecnologías de comunicación, como señala Manuel Castells, no implican una dimensión puramente tecnológica, ya que su utilización de manera masiva modifica las relaciones humanas y sociales. El éxito de las mismas, se encuentra en la idea de que éstas simbolizan la libertad, parece que se pudiera actuar sin intermediarios, sin filtros, en tiempo real y otorgándonos la capacidad para organizar el tiempo y el espacio; la autonomía, la velocidad y la organización es lo que las hace atractivas. 

La abundancia de la información crea el espejismo de la transparencia, ya que en la red siempre encontramos múltiples fuentes de información, pero éstas aparecen entrelazadas sin un orden que nos ayude a discernir lo que esperamos encontrar. Sin embargo, este problema, sobre la información que el gobierno ofrece a los ciudadanos a través de los sitios web de diferentes organismos, es resuelto por los Estados mediante la creación de un Portal único. Argentina a través de www.argentina.gov.ar ofrece todos los servicios en línea de los organismos de la Administración Pública Nacional en un mismo sitio; asimismo, al dividir el acceso por perfiles (ciudadanos, empresa y extranjeros) la navegación es más rápida, eficaz, clara y sencilla.  A su vez, el gobierno electrónico implica pasar de un Estado que otorga una atención a sus ciudadanos de lunes a viernes en un horario limitado a no encontrarse con restricciones de tiempo y lugar para su interacción. 

Por otra parte, la digitalización de documentos permite crear un acceso directo a la información pública
, pero además incluye un ahorro del espacio físico al eliminar la documentación en papel; es en este aspecto que la firma digital cumple un rol sumamente relevante, ya que la misma garantiza la integridad del firmante y de la documentación, además de ofrecer seguridad a las transacciones electrónicas. Nuestro país también cuenta con la unidad de   Seguridad Informatica – ArCERT, la cual centraliza la información obtenida de los distintos organismos en caso de posibles incidentes en la seguridad de las redes de información y desarrolla políticas de seguridad para los demás entes nacionales. Tanto la firma digital como ArCERT permiten garantizar a todos los ciudadanos, empresas y a los mismo organismos del Estado información digital confiable; este es otro de los grandes inconvenientes que también encontramos en la red, ya que su vasta información no siempre son datos fiables. 

La reforma intrínseca del Estado implica intentar optimizar lo máximo posible los recursos humanos, materiales y tecnológicos. La incorporación de las TIC’s implicó repensar los procedimientos internos del Estado; el análisis y la reorganización de los procesos operativos buscan aumentar la calidad institucional, la efectividad e incrementar la capacidad de gestión. Las evaluaciones de desempeño de las organizaciones, las cuales buscan medir si éstas alcanzaron o no sus objetivos, son esenciales para que las acciones llevadas adelante por cada organismo modifiquen sus estrategias si no alcanza los resultados esperados. Una de las estrategias de reingeniería institucional que se están desarrollando desde el Proyecto de Modernización del Estado es el Sistema de Información para la Gestión (SIG). Este sistema puede considerarse una estrategia de gobierno electrónico, ya que su accionar es posible por la utilización vital de las TIC’s. Mediante este programa, los organismos públicos pueden llegar a conocer en que medida han alcanzado las metas establecidas. Mediante el SIG se puede saber la efectividad de los procedimientos puestos en marcha; no obstante la opinión de la ciudadanía, la cual controla el accionar del Estado, puede ser clave para fijar metas.

El Programa Carta Compromiso con el Ciudadano es una herramienta que permite desarrollar gestión con participación ciudadana. Frente a la necesidad de acercar el Estado al ciudadano se creo en cada organismo un documento  público (carta) en el que constan los derechos y obligaciones de los ciudadanos, también se informa sobre la misión de la organización, los servicios que este ofrece y como acceder a ellos. La carta se encuentra en las áreas de atención al público para que los ciudadanos ejerciendo su rol de sujetos de derecho participen en la implementación de políticas públicas que ayuden a la mejora de los servicios. Uno de los componentes más importantes de este programa es la capacidad de acercar a los ciudadanos información sobre cada organismo y abrir los canales de comunicación para estos con el Estado. La difusión gráfica, radial y televisiva, la distribución de folletos, la utilización de carteleras, afiches y páginas Web, mantienen informado al ciudadano y le permite controlar los servicios que el Estado ofrece con el objeto de que esto permita redefinir maniobras de acción más eficaces. 

Argentina ha desarrollado diferentes estrategias de gobierno electrónico, las cuales han aumentado la eficiencia de otras estrategias para la modernización del Estado, como hemos señalado recientemente
. Aunque podríamos considerar que nuestro país se encuentra consolidando la etapa de integración, debido a que contamos con un portal único del Estado, no obstante, siguen existiendo organismo que necesitan mejorar su interfase, especialmente a nivel provincial y municipal. 

En América latina los países más destacados en la aplicación de gobierno electrónico son Brasil y Chile. Tomando como ejemplo a Chile, desde 1998 se colocó como uno de los principales puntos en la agenda gubernamental de éste país el desarrollo del gobierno electrónico, cuyos objetivos abarcaban y continúan abarcando la mejora de los servicios cualitativamente, la búsqueda de un desarrollo más eficiente del sector público y aumentar la transparencia del mismo. Para ello, se rediseñaron procesos; se crearon accesos a la información y servicio fáciles y claros para el uso de los ciudadano en general, manteniendo la seguridad y privacidad de los registros. 

El Sistema Interno de Impuestos (SII) de Chile es sumamente conocido por su gran eficiencia y eficacia. En los ’90, el SII a fin de disminuir la evasión tributaria desarrollo un modelo de atención integral al público sustentado en una sólida base informática. Desde 1999  los ciudadanos chilenos pudieron recibir sus declaraciones de impuestos de manera electrónica a través de Internet y corroborar sus datos. Los contribuyentes pagan sus impuestos, realizan el trámite de inicio como el de cese de actividades de forma on-line, entre otros procesos que este sistema ofrece en su modalidad virtual. “La estrategia del SII consiste en “estimular e impulsar el uso tributario de la red Internet con los contribuyentes para lograr mayor agilidad, más eficiencia y transparencia, y una mejor interacción con éstos, sean personas naturales o jurídicas”.
 

Sin embargo, las ventajas que se ofrecen a los ciudadanos que utilizan este servicio con el objeto de lograr un cambio en el paradigma de atención al público, produce nuevas desigualdades dentro de la sociedad. El privilegiar mediante incentivos la utilización del uso de las TIC’s y dificultar la atención presencial, implica una nueva ruptura en la concepto ciudadano.

La brecha digital, la ruptura del concepto de Ciudadano

Antes de continuar con el análisis, es necesario diferenciar entre lo que se considera modernización del Estado, gobierno electrónico y gobierno en línea. Aunque muchas veces estos conceptos se los consideran sinónimos, cabe destacar que el gobierno electrónico es uno de los mecanismos que nos permite la modernización del Estado, como lo puede ser carta compromiso con el ciudadano, la reingeniería institucional, entre otros. Por otra parte, el gobierno en línea se limita a la interacción entre el Estado con el ciudadano y viceversa, mediante la interfase, a través de la cual se ofrecen diferentes niveles de información e interacción. Además, el gobierno electrónico como anteriormente citamos, implica un uso estratégico de las TIC’s ya sea en los procesos internos de los organismos públicos, como en su relación con los ciudadanos y el sector privado (gobierno en línea). 

Dentro de las políticas de modernización del Estado, nos encontramos con la estrategia de “reingeniería institucional”, la cual es necesaria para un desarrollo eficiente de la administración pública, ya que ésta permite no solo disminuir tiempos y ahorrar recursos, sino que también aporta al aumento de la transparencia del Estado. La utilización de las TIC’s en esta política, posibilita el acceso a diversas bases de datos, sin embargo, si no contamos con  las competencias necesarias para comprender dicha información, esta es irrelevante para la mayoría de los ciudadanos. Por lo tanto, poder acceder a la información de forma directa no elimina la necesidad de conocer sobre las diversas temáticas que el aparato burocrático trata. Por otro lado, hay una gran cantidad de procedimientos que implican al ciudadano-cliente como obligado, pagador y/o beneficiario, por lo que necesitan interactuar con el Estado. En este sentido, la guía de trámites disponible a todo tipo de ciudadano (fácil, sencilla y accesible a todos) es una herramienta realmente útil.

Ubicándonos nuevamente en el contexto en el que estamos insertos, en América Latina, la brecha digital es muy grande, tan solo un 14% de la población tiene acceso a Internet, por lo que es necesario que el desarrollo del gobierno en línea este acompañado de políticas públicas que permitan universalizar el acceso a este canal de comunicación, lo cual puede lograrse mediante comunidades digitales. En Argentina en la década del ’90 con la privatización del servicio telefónico, se acordó con estas empresas desarrollar centros digitales en todo el país que permitiesen el acceso a Internet de toda la comunidad. Sin embargo, este acuerdo no se cumplió, por lo que no se alcanzaron los resultados esperados; tan solo un 30% de las comunidades digitales están actualmente en funcionamiento. 

Hasta que el Estado no pueda ofrecer sus servicios a todos los ciudadanos por igual, esta situación crea una diferenciación tajante en la ciudadanía, por lo que el concepto de ciudadano se enfrenta a una nueva división. Es así que podemos hablar de un ciudadano-navegador, ya que aquellos que tienen acceso a Internet son tratados como iguales por el Estado dentro de esos parámetros; sin embargo, los que no logran acceder a los servicios que otorga el gobierno en línea, quedan excluidos a los beneficios preferenciales que algunos organismos desarrollan. A diferencia de las consecuencias que produjeron las políticas de focalización que desarrollaron una diferenciación relativa, frente al gobierno en línea se estaría produciendo una diferencia absoluta. 

El Sistema Interno de Impuestos (SII) de Chile también nos permite ejemplificar esta consecuencia. Los ciudadanos-navegadores que realizan sus operaciones por Internet son privilegiados con ventajas como: otorgarles mayor tiempo para pagar sus impuestos y presentar su declaración jurada, o en caso de un error en el pago de los impuestos que implique una devolución por parte del gobierno, la operación es más rápida que un reclamo presencial. Aunque estos incentivos se apliquen con el fin de estimular a los ciudadanos a una nueva forma de interacción con el Estado, es necesario recordar que la gran brecha digital que todos los países latinoamericanos aún poseen, implica dar mejores beneficios a solo aquellos que tienen la posibilidad de acceder a las TICs. Además es importante ser concientes que la brecha digital no puede desaparecer totalmente, es por ello que la posibilidad del ciudadano de interactuar de manera presencial  con el Estado debe continuar abierta. 

Los mecanismos como la consulta popular y el plebiscito permiten a los ciudadanos presentar propuestas en materia legislativa a los poderes del Estado. Asimismo, los ciudadanos cuentan con herramientas que les permiten participar en la gestión. Carta compromiso con el ciudadano, como comentamos anteriormente, abre los oídos de los organismos públicos a las demandas, quejas y propuestas de los ciudadanos. Por otra parte, el gobierno en línea también permite, pero solo a los ciudadanos-navegadores, escuchar a los ciudadanos. A pesar de la particularidad de la segunda instancia, ambos mecanismos fortalecen la democracia.

Conclusión

Debido a la evolución de las TIC’s, los nuevos canales de comunicación han transformado la relación del Estado con los ciudadanos. El objetivo del gobierno electrónico es ofrecer un mejor servicio a sus ciudadanos; sin embargo, el medio que utiliza para interactuar de manera más rápida, fácil y barata, excluye a una parte relevante de la ciudadanía. Si no se desarrollan políticas que impliquen universalizar el acceso a Internet a todos los ciudadanos, la desigualdad social también se traslada a la relación Estado-ciudadano, por lo que estos últimos quedan divididos entre los que pueden ejercer sus derechos y aquellos que solo los poseen de manera formal.

“Existe un tipo de igualdad básica asociada al concepto de la pertenencia plena a una comunidad-ciudadanía. (…) La desigualdad del sistema de clases sociales puede ser aceptable siempre y cuando se reconozca la igualdad de ciudadanía” 
 Sin embargo, la brecha digital puede disminuirse mas no disolverse, es por ello que el Estado debe mantener abiertos diversos canales que permitan al ciudadano acercarse al Estado.
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